SENTENCIA TUTELA 2ª INSTANCIA N°028
RADICACIÓN: 660013187004201900119-01
ACCIONANTE: MARÍA ELENA TUNJACIPA G.Y/O
CONFIRMA SENTENCIA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / NEGATIVA DE LA OFICINA DE REGISTRO DE INSTRUMENTOS PÚBLICOS A REGISTRAR ADJUDICACIÓN EN SUCESIÓN / CAUSA: PROHIBICIÓN DE LA ALCALDÍA DE EFECTUAR ANOTACIONES POR SER PREDIO UBICADO EN ZONA DE ALTO RIESGO / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / EXISTEN OTROS MEDIOS DE DEFENSA ORDINARIOS / INEXISTENCIA DE PERJUICIO IRREMEDIABLE.
… los ciudadanos accionantes… concurren ante el juez constitucional… con el fin de lograr la protección de los derechos que estiman quebrantados por la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira, toda vez que esta última se abstuvo de realizar la inscripción de las escrituras Nº 1682 de marzo 27 de 2019 -relativa al proceso de sucesión intestada- y 2198 de abril 24 de 2019 -donde se clarificó el precio del bien inmueble- en el folio de matrícula inmobiliaria N° 290-24576.

El fundamento que tuvo a bien considerar la Oficina de Instrumentos Públicos para negarse a tal inscripción y por ende disponer su devolución, fue el hecho de que en el referido folio de matrícula más concretamente en la anotación Nº 002 de diciembre 28 de 2000, la Alcaldía Municipal de Pereira mediante oficio 017791 prohibió efectuar anotaciones en dicho inmueble al haber sido declarado como zona de alto riesgo…
… en atención al principio de subsidiariedad que rige la acción constitucional, se aprecia que la tutela no es la llamada a intervenir en el asunto referido, pues véase que con ocasión de la expedición del acto administrativo adoptado por la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira, se abría para la solicitante la posibilidad de interponer los recursos ordinarios -mismos a los que renunció de manera expresa-, o acudir a la vía judicial para controvertir lo allí decidido, sin que en esa dirección se haya obrado.

En efecto, como lo expresó la funcionaria de primer grado, en este caso no es la justicia constitucional la encargada de incursionar en temas que a todas luces no son de su competencia, sino de otras jurisdicciones a las que bien pueden concurrir los actores…
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RAMA JUDICIAL
TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
SALA DE DECISIÓN PENAL

Magistrado Ponente

 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, veintiuno (21) de febrero de dos mil veinte (2020).
Acta de Aprobación N° 146
Hora: 10:20 a.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por la apoderada de los accionantes MARÍA ELENA TUNJACIPA GRAJALES,  MARTHA EDISNEY TUNJACIPA GRAJALES, JOSÉ NORBEY TUNJACIPA GRAJALES, EDILBERTO TUNJACIPA GRAJALES, JOSÉ ARBEY TUNJACIPA GRAJALES, WILMAR TUNJACIPA GRAJALES, MARIBEL LEÓN TUNJACIPA, CARLOS AUGUSTO LEÓN TUNJACIPA y LEIDI BEATRIZ LEÓN TUNJACIPA  frente al fallo proferido por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), con ocasión de la acción de tutela presentada contra la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de esta capital.

2.- DEMANDA 

De la información suministrada por la apoderada de los accionantes, se desprende que la señora MARÍA BELARMINA GRAJALES de TUNJACIPA adquirió en noviembre 3 de 1978 un inmueble ubicado en el barrio San Nicolás, identificado con ficha catastral Nº 01-8-063-009, por lo que una vez tanto ella como su esposo ALCIBIADES TUNJUACIPA BERNAL fallecieron, sus descendientes adelantaron el proceso de sucesión intestada ante la Notaría Tercera de Pereira donde se expidió la Escritura Nº 1682 de marzo 27 de 2019, misma que fue enviada a la Oficina de Instrumentos Públicos para su registro, de donde se devolvió por cuanto allí se hizo relación a un precio inferior al avalúo catastral, como situación que se aclaró por escritura Nº 2198 de abril 24 de 2019 y nuevamente se remitió a dicha Oficina, la que por segunda vez fue devuelta al indicar que no se podía realizar tal actividad por existir una prohibición de efectuar anotaciones sobre dicho inmueble al estar declarado en zona de riesgo, según lo comunicó la Alcaldía Municipal en diciembre 28 de 2000.

Aducen los accionantes que al no permitir la inscripción de tal registro se les ha vulnerado el debido proceso, en tanto no existe razón para que se obre en tal sentido, toda vez que la Alcaldía Municipal no es una autoridad administrativa con funciones judiciales y por ende no puede ordenar tal prohibición, y tienen derecho a que se efectúe la inscripción de la sucesión porque desde la referida prohibición han transcurrido más de 19 años y aún aparece vigente la misma, con lo cual se les limita el derecho a la propiedad y el goce de sus derechos fundamentales.

Se pide en consecuencia se tutelen los derechos al debido proceso, igualdad y a la propiedad, y se ordene a la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de esta capital que proceda a inscribir las escrituras públicas Nos. 1682 de marzo 27 de 2019 y 2198 de abril 24 de 2019 en el folio de matrícula 290-24576.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- El despacho admitió la demanda de tutela, dispuso correr traslado de la misma a la Oficina de Instrumentos Públicos de Pereira y vinculó a la Alcaldía Municipal de Pereira, quienes al respecto informaron lo siguiente:

- El Registrador Principal de Instrumentos Públicos de Pereira se pronuncia en relación con lo expresado por los accionantes, de lo cual se extrae lo siguiente: (i) el que se genere una nota devolutiva no equivale a decir que se vulneró el debido proceso, sino que por el contrario el trámite se surtió conforme los lineamientos de cada caso; (ii) la inscripción de la prohibición que soporta el predio se hizo por órdenes de la Alcaldía Municipal con ocasión del terremoto de enero 25 de 1999; (iii) lo ordenado por la Alcaldía no es una “prohibición judicial” sino un aviso de abstención de anotación en un folio de matrícula que debe ser acatada; (iv) la sola presentación de la escritura no garantiza el registro, ni se vulnera el derecho a la igualdad, en tanto si bien todas las personas pueden otorgar un documento público, esto no garantiza el acto de inscripción, y en este caso sobre el predio con matrícula 290-24576 no se puede efectuar registro alguno; (v) si lo pretendido es que se levante dicha medida, la Alcaldía es la entidad encargada de determinar si dicho predio conserva tal calidad o no, en tanto el paso del tiempo no sabea tal situación, (vi) los accionantes contaban con los recursos de ley contra la nota devolutiva, sin hacer uso de ellos y la tutela no es el medio para revivir términos administrativos, máxime que esta solo procede cuanto no exista otro mecanismos de defensa judicial.

- La apoderada del municipio de Pereira informa que en relación con el movimiento telúrico de enero 25 de 1999, el municipio de Pereira en coadyuvancia con la Fundación Vida y Futuro y el FOREC, procedió a realizar las intervenciones en los predios que resultaron afectados, y como resultado se generó un listado de bienes inmuebles que por sus condiciones de riesgo debían ser retirados del comercio, previa indemnización por parte del FOREC. Por lo anterior el Municipio de Pereira expidió el Acto Administrativo 1977 de septiembre 11 de 2000 que se radicó en la Oficina de Instrumentos Públicos donde se ordenó declarar en zona de riesgo diferentes predios, entre ellos el de los acá accionantes, lo cual se hizo en el marco constitucional del derecho fundamental a la vida e integridad de la persona.  Pide se desvincule al municipio de esta acción.

3.2- El juzgado de instancia mediante sentencia de diciembre 23 de 2019 declaró improcedente la acción de tutela por cuanto los accionantes disponen de otros medios de defensa judicial, como sería acudir ante la jurisdicción contenciosa administrativa, máxime que en este asunto no se avizora la ocurrencia de un perjuicio irremediable, o adelantar trámites ante la Alcaldía Municipal para solicitar el retiro del comunicado que les impide acceder a sus pretensiones. Ello aunado a que en su momento no interpusieron recurso contra la nota devolutiva expedida por la Oficina de Instrumentos Públicos.

4.- IMPUGNACIÓN

Inconforme con la decisión adoptada, la apoderada de los accionantes estima que las escrituras públicas a las que hizo alusión deben ser registradas en la Oficina de Instrumentos Públicos, ya que el no accederse a ello vulnera los derechos reclamados y les genera un incremento pecuniario al tener que acudir a la jurisdicción contenciosa administrativa, lo que puede durar años y por ende incrementar el valor que se debe asumir para acceder a lo pedido. 
Aduce igualmente que la nota devolutiva no es susceptible de recursos, en tanto no es un acto administrativo, sino una simple comunicación, y añade que se trasgreden los derechos de sus defendidos, por cuanto en el año 2000 se hace la anotación y según lo que alude la Alcaldía tal situación se realizó en las viviendas que fueron afectadas por el movimiento telúrico, y ya han pasado más de 20 años sin que hubieren ejecutado algún tipo de acción para mitigar el posible riesgo, ni tampoco fueron indemnizados por dicha entidad. 
Pide por lo tanto que se revoque la decisión adoptada y se protejan los derechos reclamados.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00, modificado por los Decretos 1069/15 y 1983/17.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en el fallo impugnado, en cuanto declaró improcedente la tutela impetrada. De acuerdo con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola o modificándola.

5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 
En este caso los ciudadanos accionantes MARÍA ELENA TUNJACIPA GRAJALES,  MARTHA EDISNEY TUNJACIPA GRAJALES, JOSÉ NORBEY TUNJACIPA GRAJALES, EDILBERTO TUNJACIPA GRAJALES,  JOSÉ ARBEY TUNJACIPA GRAJALES, WILMAR TUNJACIPA GRAJALES, MARIBEL LEÓN TUNJACIPA, CARLOS AUGUSTO LEÓN TUNJACIPA y LEIDI BEATRIZ LEÓN TUNJACIPA concurren ante el juez constitucional por intermedio de apoderada con el fin de lograr la protección de los derechos que estiman quebrantados por la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira, toda vez que esta última se abstuvo de realizar la inscripción de las escrituras Nº 1682 de marzo 27 de 2019 -relativa al proceso de sucesión intestada- y 2198 de abril 24 de 2019 -donde se clarificó el precio del bien inmueble- en el folio de matrícula inmobiliaria N° 290-24576.
El fundamento que tuvo a bien considerar la Oficina de Instrumentos Públicos para negarse a tal inscripción y por ende disponer su devolución, fue el hecho de que en el referido folio de matrícula más concretamente en la anotación Nº 002 de diciembre 28 de 2000, la Alcaldía Municipal de Pereira mediante oficio 017791 prohibió efectuar anotaciones en dicho inmueble al haber sido declarado como zona de alto riesgo
, lo que implicó que dicha dependencia expidiera la nota devolutiva pertinente y por ende se abstuviera de realizar la inscripción exigida.
De ese sucinto recuento, y en atención al principio de subsidiariedad que rige la acción constitucional, se aprecia que la tutela no es la llamada a intervenir en el asunto referido, pues véase que con ocasión de la expedición del acto administrativo adoptado por la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira, se abría para la solicitante la posibilidad de interponer los recursos ordinarios -mismos a los que renunció de manera expresa-, o acudir a la vía judicial para controvertir lo allí decidido, sin que en esa dirección se haya obrado.

En efecto, como lo expresó la funcionaria de primer grado, en este caso no es la justicia constitucional la encargada de incursionar en temas que a todas luces no son de su competencia, sino de otras jurisdicciones a las que bien pueden concurrir los actores, según lo ha decantado la jurisprudencia constitucional al sostener en la sentencia T-344/08:
“3.1 De acuerdo con el inciso 3 del artículo 86 de la Constitución Política, la acción de tutela “[S]olo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.” Así mismo, el numeral 1 del artículo 6 del Decreto 2591 de 1991 dispone que la acción de tutela es improcedente en los casos en que el accionante tenga a su alcance otros recursos o medios de defensa judiciales para la protección de sus derechos.
 
3.2 En este sentido, esta Corporación ha sostenido que la acción de tutela obedece al principio de subsidiariedad, es decir, no es un mecanismo de defensa judicial alternativo o supletorio de los recursos o medios ordinarios previstos por el legislador para el amparo de un derecho; no puede ser empleada para revivir oportunidades procesales vencidas como consecuencia de la inactividad injustificada del interesado; y, no constituye un último medio judicial para alegar la vulneración o afectación de un derecho.
3.3 En efecto, conforme a su naturaleza constitucional, la acción de tutela es el mecanismo preferente de protección de los derechos fundamentales, cuyo ejercicio debe estar dirigido a obtener un amparo efectivo e inmediato frente a los actos u omisiones que los amenacen o vulneren. Es por ello que la acción de tutela no puede ser entendida como una instancia idónea para tramitar y decidir conflictos de rango legal, pues con este propósito, el legislador dispuso los medios y recursos judiciales adecuados, así como las autoridades y jueces competentes.”
 -negrillas fuera de texto-
Frente a la decisión que conllevó a la Oficina de Instrumentos Públicos a abstenerse de realizar el registro de la escritura que protocolizó la sucesión intestada, así como aquella donde se aclaró el valor del bien inmueble, bien pudieron los ahora accionantes interponer los recursos a los que tenían derecho legalmente, pero renunciaron a ellos; y, contrario a lo que a la hora de ahora esgrime la abogada recurrente, la nota devolutiva encarna en sí un acto administrativo, en tanto se trata de una declaración de voluntad de la entidad Estatal que produce efectos jurídicos, y que por consiguiente podía ser controvertida por medio de los recursos ordinarios de reposición ante el Registrador que la expidió y de apelación ante la Subdirección de Apoyo Jurídico Registral de la Superintendencia de Notariado, conforme lo establece el numeral 2º del art. 21 del Decreto 2723 de 2014, previa las exigencias consagradas en los artículos 76 y 77 del CPACA.

Así mismo, y como quiera que la situación que llevó a la Oficina de Registro a negar la inscripción obedeció a un acto administrativo expedido por la Alcaldía Municipal de Pereira, igualmente podrá acudir ante dicha entidad territorial para que aclare si en la actualidad el predio se encuentra afectado por tal medida o si esta puede ser levantada, para lograr así la inscripción que reclaman.

Estima la Corporación por tanto que la solicitud que efectúan los accionantes no puede ser resuelta por vía de una acción de tutela, en tanto la misma no puede convertirse en un medio alterno o supletorio de los mecanismos ordinarios que contempla el ordenamiento legal, según se ha dejado claro por parte de la Corte Constitucional, máxime que en el presente asunto no se observa la comisión de un perjuicio irremediable como quiera que nada al respecto se probó.

Por demás, véase que en momento alguno por parte de las entidades accionadas se vulneró el debido proceso, porque una vez se profirió la decisión contraria a los intereses de la accionante por parte de la Oficina de Instrumentos Públicos de Pereira, tal resolución les fue comunicada por medio de nota devolutiva, y en lugar de haber interpuesto los recursos ordinarios que procedían, optaron por su renuncia, sin que puedan a la hora de ahora utilizar la tutela como vía excepcionalísima con miras a revivir unos términos que se hallan vencidos.
Por lo anterior, y al considerar que la providencia dictada por la funcionaria de primer nivel se encuentra ajustada a derecho, se procederá a su confirmación.

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela proferida por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.) 

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
La Secretaria de la Sala,

ADRIANA JULIA CATAÑO LÓPEZ
� Ver folio 8. 


� Sobre el tema de la subsidiariedad de la acción, se pueden revisar entre otras, las sentencias T-653 de 2004, T-018 de 2008, T-043 de 2007. 
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